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ORDENANZA MUNICIPAL No. 02-2025 

EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTON 

OLMEDO - MANABÍ 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La normativa orgánica de tierras rurales y territorios ancestrales otorga competencias al 

Estado a través de la Autoridad Agraria Nacional y Autoridad rectora del Desarrollo Urbano y 

Vivienda,  fraccionando su intervención sobre el reconocimiento del derecho de la propiedad 

rural a posesionarios de personas naturales y/o jurídicas, comunas y comunidades, pueblos y 

nacionalidades sobre las tierras y territorios rurales y ancestrales, con fines agrarios y/o de 

vivienda, reglamentando la regularización, adjudicación, venta y titulación de tierras y 

territorios rurales, supeditados al cumpliendo de los fines sociales y ambientales, como factor 

de producción para garantizar la soberanía alimentaria, mejorar la productividad, propiciar un 

ambiente sustentable y equilibrado; y otorgar seguridad jurídica a los titulares de derechos. 

Dentro de las disposiciones normativas esta ley, instituye una actuación sinérgica con los 

Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, para el proceso de regularización de 

tierras rurales, quienes conforme a sus competencias ejercen el control sobre el uso y 

ocupación del suelo, autorizando el cambio de la clasificación de suelo rurales, la 

transferencia o partición de tierras, previo cumplimiento de la extensión mínima de la 

superficie de las propiedades rurales, construyendo, administrando y desarrollando el 

inventario de los bienes inmuebles, que se encuentran dentro de la circunscripción territorial 

cantonal, como insumo indispensable para el desarrollo de procesos de regularización de 

tierras rurales en favor de campesinas y campesinos de los diferentes cantones del país, acorde 

a su realidad y particularidades de cada zona agroecológica y parámetros técnicos que 

establezca sus ordenanzas municipales. 

El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Olmedo, liderado por la Ing. 

Lourdes María Guerrero Giler, ha insistido en el desarrollo de una política institucional 

municipal, que permita fortalecer los procesos de legalización de tierras rurales orientados a 

los diferentes asentamientos poblacionales rurales del cantón Olmedo, a través de la Unidad 

de Legalización de Tierras del GADM-Olmedo, estableciendo lineamientos técnicos que 

consoliden el apoyo de profesionales municipales y conjuntamente gestionar con nuestros 

ciudadanos Olmedenses ante el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, a fin de obtener 

la titularización masiva de estos predios rurales con fines de vivienda. 

Esta intención política municipal ejecutiva, concuerda con uno de los objetivos de la 

normativa territorial, de fortalecer el rol del Estado mediante la consolidación de cada uno de 

los niveles de gobierno, en la administración de sus circunscripciones territoriales, con el fin 

de impulsar el desarrollo nacional y garantizar el pleno ejercicio de los derechos sin 

discriminación alguna a la propiedad de los predios rurales con fines de vivienda, a través del 

desarrollo del programa “CREAMOS PATRIMONIO” en nuestro cantón Olmedo, con el fin 

de que  nuestros campesinas y campesinos puedan regularizar sus predios ubicados en el 

sector rural con una dimensión máxima de hasta 2.000 metros cuadrados, beneficiando a más 

de 500 familias posesionarias que no cuentan con un título de propiedad del predio donde 

habitan, permitiéndoles crear patrimonio y nuevas oportunidades de acceso a crédito, 

emprendimiento y herencia familiar. 
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CONSIDERANDO: 
 

Que, el Artículo 30 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “Las personas 

tienen derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una vivienda adecuada y digna, con 

independencia de su situación social y económica.” 

Que, el Artículo 66, numeral 26 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “Se 

reconoce y garantizará a las personas: “El derecho a la propiedad en todas sus formas, con 

función y responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará 

efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas.”  

Que, el numeral 1 del artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador establece 

que las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos se orientarán a hacer 

efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se formularán a partir del principio de 

solidaridad; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: “Las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y 

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias 

y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley”  

Que, el numeral 6 del artículo 261 de la norma constitucional, establece que el Estado central 

tendrá competencias exclusivas sobre: “Las políticas de educación, salud, seguridad social, 

vivienda”;  

Que, el Artículo 264, numerales 1 y 2, y el segundo inciso del numeral 14 de la Constitución 

de la República del Ecuador, disponen que los gobiernos municipales tienen como 

competencias exclusivas, entre otras las de: “1. Planificar el desarrollo cantonal y formular 

los correspondientes planes de ordenamiento territorial, (…) con el fin de regular el uso y la 

ocupación del suelo urbano y rural. 2. Ejercer el control sobre el uso y ocupación del suelo 

en el cantón. […] En el ámbito de sus competencias y territorio, y en uso de sus facultades, 

expedirán las ordenanzas cantonales.” 

Que, el numeral 4 del artículo 281 de la normativa suprema, establece como responsabilidad 

del Estado, el de: “Promover políticas redistributivas que permitan el acceso del 

campesinado a la tierra, al agua y otros recursos productivos(...)”;   

Que, el artículo 282 de la Constitución de la República del Ecuador en su inciso primero 

señala: “El Estado normará el uso y acceso a la tierra que deberá cumplir la función social y 

ambiental. Un fondo nacional de tierra, establecido por ley, regulará el acceso equitativo de 

campesinos y campesinas a la tierra.”; 

Que, el Artículo 321 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “El 

Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas pública, privada, 

comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir con su función 

social y ambiental.”.  

Que, el artículo 324 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “El Estado 

garantizará la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y hombres en el acceso a la 

propiedad (…)”.  
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Que, los numerales 3 y 5 e inciso final del artículo 375 de la Constitución de la República del 

Ecuador, determina que el Estado, en todos sus niveles de gobierno, garantizará el derecho al 

hábitat y a la vivienda digna, para lo cual: “3. Elaborará, implementará y evaluará políticas, 

planes y programas de hábitat y de acceso universal a la vivienda, a partir de los principios 

de universalidad, equidad e interculturalidad, con enfoque en la gestión de riesgo”; numeral 

5: “Desarrollará planes y programas de financiamiento para vivienda, de interés social, a 

través de la banca pública y de las instituciones de finanzas populares, con énfasis para las 

personas de escasos recursos económicos y las mujeres jefas de hogar”; y, que el: “Estado 

ejercerá, la rectoría para la planificación, regularización, control, financiamiento y 

elaboración de políticas de hábitat y vivienda”  

Que, el artículo 376 de la normativa supraconstitucional, señala que: “Para hacer efectivo el 

derecho a la vivienda, al hábitat y a la conservación del ambiente, las municipalidades 

podrán expropiar, reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro, de acuerdo con la ley. 

Se prohíbe la obtención de beneficios a partir de prácticas especulativas sobre el uso del 

suelo, en particular por el cambio de uso, de rustico a urbano o de público a privado” 

Que, el Artículo 4, literal f) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización (COOTAD), dispone que, entre los fines de los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados, está: “La obtención de un hábitat seguro y saludable para los ciudadanos y 

la garantía de su derecho a la vivienda en el ámbito de sus respectivas competencias;”  

Que, el Artículo 53 del COOTAD, establece que: “Los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados Municipales son personas jurídicas de derecho público, con autonomía 

política, administrativa y financiera. Estarán integrados por las funciones de participación 

ciudadana; legislación y fiscalización; y, ejecutivas previstas en ese código, para el ejercicio 

de las funciones y competencias que le corresponden.”.   

Que, el Artículo 54 del COOTAD en sus literales a) y c) establece que entre las funciones del 

Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal está: “Promover el desarrollo sustentable de 

su circunscripción territorial cantonal, para garantizar la realización del buen vivir a través 

de la implementación de políticas públicas cantonales, en el marco de sus competencias 

constitucionales y legales. […] Establecer el régimen de uso del suelo y urbanístico (…)”.   

Que, el Artículo 55, en su literal b) establece que parte de las competencias exclusivas del 

Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal es: “Ejercer el control sobre el uso y 

ocupación del suelo en el cantón.”  

Que, el Art. 147 del COOTAD, señala que el Estado en todos los niveles de gobierno 

garantizará el derecho a un hábitat seguro y saludable y una vivienda adecuada y digna, con 

independencia de la situación social y económica de las familias y las personas. 

El gobierno central a través del ministerio responsable dictará las políticas nacionales para 

garantizar el acceso universal a este derecho y mantendrá, en coordinación con los gobiernos 

autónomos descentralizados municipales, un catastro nacional integrado georreferenciado de 

hábitat y vivienda, como información necesaria para que todos los niveles de gobierno 

diseñen estrategias y programas que integren las relaciones entre vivienda, servicios, espacio 

y transporte públicos, equipamiento, gestión del suelo y de riegos, a partir de los principios 

de universalidad, equidad, solidaridad e interculturalidad. 
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Los planes y programas desarrollarán además proyectos de financiamiento para vivienda de 

interés social y mejoramiento de la vivienda precaria, a través de la banca pública y de las 

instituciones de finanzas populares, con énfasis para las personas de escasos recursos 

económicos y las mujeres jefas de hogar. 

Que, el artículo 322 del COOTAD establece: “Los consejos regionales y provinciales y los 

concejos metropolitanos y municipales aprobarán ordenanzas regionales, provinciales, 

metropolitanas y municipales, respectivamente, con el voto conforme de la mayoría de sus 

miembros (...)”;   

Que, el artículo 415 del COOTAD establece que los bienes de los gobiernos autónomos 

descentralizados se dividen en bienes del dominio privado y bienes del dominio público, 

definiendo a los BIENES DE DOMINIO PRIVADO en el Art. 419 ídem: “Constituyen bienes 

de dominio privado los que no están destinados a la prestación directa de un servicio público, 

sino a la producción de recursos o bienes para la financiación de los servicios de los 

gobiernos autónomos descentralizados. Estos bienes serán administrados en condiciones 

económicas de mercado, conforme a los principios de derecho privado. Constituyen bienes 

del dominio privado: a) Los inmuebles que no forman parte del dominio público; c) Los 

bienes mostrencos situados dentro de las respectivas circunscripciones territoriales”.  

Que, el artículo 422 del COOTAD determina lo siguiente: “En caso de conflicto de dominio 

entre los gobiernos autónomos descentralizados y la entidad estatal que tenga a su cargo la 

administración y adjudicación de bienes mostrencos, prevalecerá la posesión de los gobiernos 

autónomos descentralizados. De presentarse controversia, será resuelto por el juez de lo 

contencioso administrativo de la jurisdicción en la que se encuentre localizado el bien.”; 

Que, la décimo cuarta disposición general del Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización establece que: “Por ningún motivo se autorizarán ni se 

regularizarán asentamientos humanos, en zonas de riesgo y en general en zonas en las cuales 

se pone en peligro la integridad o la vida de las personas. El incumplimiento de esta 

disposición será causal de remoción inmediata de la autoridad que ha concedido la 

autorización o que no ha tomado las medidas de prevención necesarias para evitar los 

asentamientos, sin perjuicio de las acciones penales que se lleguen a determinar. Los 

gobiernos autónomos descentralizados municipales o metropolitanos deberán expedir las 

ordenanzas que establezcan los parámetros y las zonas dentro de las cuales no se procederá 

con la autorización ni regularización de asentamientos humanos” 

Que, el artículo 6 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo 

establece: “Las competencias y facultades públicas a las que se refiere esta Ley estarán 

orientadas a procurar la efectividad de los derechos constitucionales de la ciudadanía. En 

particular, los siguientes: 1. El derecho a un hábitat seguro y saludable. 2. El derecho a una 

vivienda adecuada y digna. 3. El derecho a la ciudad. 4. El derecho a la participación 

ciudadana. 5. El derecho a la propiedad en todas sus formas.”  

Que, el artículo 4 de Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales define como 

tierra rural, lo siguiente: “Para los fines de la presente Ley la tierra rural es una extensión 

territorial que se encuentra ubicada fuera del área urbana, cuya aptitud presenta condiciones 

biofísicas y ambientales para ser utilizada en producción agrícola, pecuaria, forestal, 

silvícola o acuícola, actividades recreativas, ecoturísticas, de conservación o de protección 
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agraria; y otras actividades productivas en las que la Autoridad Agraria Nacional ejerce su 

rectoría. Se exceptúan las áreas reservadas de seguridad, las del sistema nacional de áreas 

protegidas, áreas de protección y conservación hídrica, bosques y vegetación protectores 

públicos, privados y comunitarios, patrimonio forestal del Estado y las demás reconocidas o 

declaradas por la Autoridad Ambiental Nacional. El aprovechamiento productivo de la tierra 

rural se encuentra sujeto a las condiciones y límites establecidos en esta ley”; 

Que, el literal l) del artículo 7 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales 

sobre el principio de realidad prescribe que: “…se priorizan los hechos, sobre las formas y 

formalidades que pueden distorsionar, ocultar o impedir el ejercicio del derecho a la 

propiedad de la tierra rural” 

Que, los literales a) y b) del artículo 9 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios 

Ancestrales señala como lineamientos para el desarrollo del sector agrario, respectivamente, 

la regularización de la propiedad de la tierra rural y el acceso equitativo a la propiedad a 

quienes se encuentren en posesión agraria de conformidad con la ley;  

Que, el artículo 11 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales estipula 

que la función social de la propiedad de la tierra rural, entre otros aspectos, implica que el 

derecho del propietario o posesionario no afecta otros derechos individuales y colectivos que 

concurren con este; 

Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales determina 

que: “Las tierras rurales del Estado no son objeto de prescripción adquisitiva de dominio. 

Son nulos y de ningún valor los derechos o gravámenes constituidos sobre las tierras del 

Estado, por quienes para hacerlo se han arrogado la calidad de las y los propietarios o 

posesionarios.”; 

Que, el artículo 22 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales dispone: 

“Se reconocerá y garantizará el derecho a la propiedad sobre la tierra rural en sus formas y 

modalidades: pública, privada, asociativa, cooperativa, comunitaria y mixta.”;  

Que, el artículo 23 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales dispone: 

“Se reconocerá y garantizará a favor de las comunas, comunidades, pueblos y 

nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y montubios, el derecho a conservar la 

propiedad comunitaria y a mantener la posesión de sus tierras y territorios ancestrales y 

comunales que les sean adjudicados a perpetuidad gratuitamente, de conformidad con la 

Constitución, pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de 

derechos colectivos. Igualmente se garantizará el derecho a participar en el uso, usufructo, 

administración y conservación de sus tierras y territorios. La propiedad comunitaria de la 

tierra consiste en el derecho colectivo a usar, gozar y disponer de ella, a través de la entidad 

colectiva que representa a los miembros de la comuna, comunidad, pueblo o nacionalidad y 

de las decisiones del órgano o instancia de dirección de la misma, de conformidad con las 

normas consuetudinarias, las leyes y las disposiciones constitucionales. En las tierras y 

territorios en propiedad o posesión ancestral, a partir de sus propias formas de convivencia y 

organización social y de generación y ejercicio de la autoridad, esta ejercerá la 

administración y control social del territorio de conformidad con sus usos y costumbres. La 

propiedad de las tierras comunitarias y de las tierras y territorios en posesión ancestral, es 

imprescriptible, inalienable, inembargable e indivisible y estará exenta del pago de tasas e 
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impuestos. El Estado garantizará la seguridad jurídica de tales tierras y territorios y 

establecerá políticas públicas para el fortalecimiento y desarrollo de las comunas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades a través de inversiones prioritarias.”;  

Que, el artículo 24 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales determina 

que “El Estado implementará políticas redistributivas que garanticen el derecho a acceder a 

la tierra con fines productivos, a las personas que forman parte de organizaciones de 

campesinos y campesinas sin tierra o de la economía popular y solidaria dedicadas a las 

actividades agrarias, con poca tierra o tierra de baja calidad o con restricciones al uso o al 

derecho de propiedad. Igualmente tienen derecho al acceso a la tierra rural, quienes se 

encuentran en posesión agraria en aplicación de las políticas de titulación previstas en esta 

Ley.”;  

Que, el artículo 54 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales en 

relación a la vivienda rural prevé: “La Regularización de la posesión, sea agraria o de 

vivienda, es el conjunto de acciones determinadas en esta Ley, para legalizar, titular, 

redistribuir o reconocer el derecho a la propiedad sobre la tierra rural estatal. La 

regularización agraria es competencia exclusiva de la Autoridad Agraria Nacional y la 

regularización de vivienda es competencia exclusiva del ente rector de hábitat y vivienda.”. 

Para los efectos de esta Ley, la regularización comprende: 

a) Los actos administrativos de titulación de tierras rurales estatales en favor de 

personas naturales de la agricultura familiar campesina o de la economía popular y 

solidaria y de organizaciones campesinas legalmente reconocidas que se encuentren 

en posesión agraria ininterrumpida por un lapso mínimo de cinco años; 

b) Los actos administrativos de redistribución de tierras rurales estatales mediante 

adjudicación a organizaciones campesinas legalmente reconocidas, cuyos miembros 

carecen de tierra o que tienen una extensión menor a la Unidad Productiva Familiar 

y que corresponden a los sectores de atención prioritaria definidos en esta Ley; 

c) Los actos administrativos de legalización de territorios ancestrales en favor de las 

comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades que se encuentren en posesión 

ancestral; y, 

d) El saneamiento y resolución de conflictos en tierras tituladas, mediante la aplicación 

del procedimiento de mediación en sede administrativa común, sobre las 

controversias que se susciten en los trámites de titulación o redistribución. 

e) El procedimiento de mediación puede ser recurrido en cualquier etapa en la que se 

encuentre el trámite en sede administrativa común. El acuerdo al que lleguen las 

partes será formalizado mediante resolución de la Autoridad Agraria Nacional o el 

ente rector de hábitat y vivienda, según corresponda y pondrá fin a la controversia.” 

Que, el artículo 55 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en 

relación a la vivienda rural, establece que la posesión agraria: “…es la ocupación material de 

una extensión de tierra rural del Estado y de sus frutos, que ha sido adquirida de buena fe, 

sin violencia y sin clandestinidad, con el ánimo de que sea reconocida y adjudicada su 

propiedad. La posesión agraria para ser eficaz deberá ser actual e ininterrumpida por un 

tiempo no menor de cinco años. La posesión agraria puede darse a título individual o 

familiar de conformidad con la Ley. El reconocimiento de la posesión agraria será solicitado 

por el posesionario” 
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Que, el artículo 56 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en 

relación a la vivienda rural, refiere los efectos de la posesión agraria: “…El reconocimiento de 

la posesión agraria, no constituye título de dominio. Sin embargo, el posesionario por 

excepción, cuando aún no ha solicitado la adjudicación puede: a) Transferir su derecho de 

posesión mediante instrumento público. En dicho acto no se transfiere el tiempo de posesión 

sino únicamente la posesión del predio de forma pública y pacífica, por lo cual, el nuevo 

posesionario debe acreditar el tiempo mínimo de cinco años para ser adjudicatario de la 

tierra rural estatal; y, b) Por causa de muerte se transmite la posesión agraria de tierra rural 

estatal. Sin embargo, esta no constituye justo título mientras no es adjudicada. El causante 

transmitirá a sus herederos el tiempo de posesión agraria del predio. No tienen validez legal 

los gravámenes constituidos sobre tierras del Estado por quienes, para hacerlo, se han 

arrogado falsamente la calidad de propietarias o propietarios; así como los actos y contratos 

otorgados por particulares sobre dichas tierras. No puede constituirse sobre las tierras 

rurales estatales ningún derecho real por la sola voluntad de los particulares. Solo mediante 

acto administrativo que emane de la Autoridad Agraria Nacional o el ente rector de hábitat y 

vivienda, según corresponda se puede constituir título de dominio a favor de los particulares. 

Las tierras a las cuales se refieren los "derechos y acciones de sitio", "derechos y acciones de 

montaña" u otros similares, son tierras estatales y deben adjudicarse a sus legítimos 

posesiónanos de conformidad con esta Ley. En consecuencia, quienes hayan poseído o 

cultivado aquellas tierras, fundados en tales títulos, están obligados a adquirirlos en la forma 

y dentro de los límites establecidos en esta Ley; de lo contrario la Autoridad Agraria 

Nacional dispondrá de ellas…” 

Que, el artículo 57 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, determina 

sobre los instrumentos jurídicos ineficaces, que: “Las transferencias de derechos fundados en 

"posesiones, derechos y acciones de sitio", "derechos y acciones de montaña" y los 

originados en tales instrumentos y otros similares, como hijuelas, compraventa de derechos y 

acciones, herencias, donaciones, prescripción adquisitiva de dominio sobre tierras estatales, 

no constituyen título de propiedad por el hecho de haberse inscrito ante el Registro de la 

Propiedad y catastrado en el municipio, ni aún si hayan pagado tributos por el predio. Está 

prohibido a las y los notarios, registradores de la propiedad y funcionarios municipales, 

protocolizar, certificar, incorporar al catastro, registrar o autorizar particiones, sucesiones, 

transferencias de dominio y más actos y contratos basados en títulos, instrumentos o 

"derechos y acciones de sitio", "derechos y acciones de montaña" y otros similares. De 

hacerlo, no obstante, esta prohibición, tales actuaciones, actos y contratos se presumirán 

legalmente nulos, sin perjuicio de la responsabilidad legal de los responsables y la sanción 

que corresponda” 

Que, el artículo 58 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en 

relación a la vivienda rural, dispone que: “La regularización de predios rurales que 

actualmente están ocupados o destinados para vivienda de campesinas y campesinos que se 

encuentran en posesión de tierras estatales, es competencia de la autoridad rectora del 

desarrollo urbano y vivienda, en coordinación con los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados” 

Que, el artículo 59 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, refiere 

sobre la adjudicación, que: “La adjudicación es el acto administrativo público de disposición 

o enajenación de tierras rurales, a través del cual el Estado transfiere y titula el dominio de 
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un predio de su patrimonio, en favor de la persona natural que ha estado en posesión agraria 

de tierra rural estatal y que ha cumplido los requisitos determinados en esta Ley y su 

reglamento. También se transfieren mediante adjudicación las tierras estatales a personas 

jurídicas como parte de programas de redistribución y aquellas tierras rurales privadas que 

han sido declaradas de utilidad pública o interés social o expropiadas por no haber cumplido 

con la función social o la función ambiental, según lo previsto en esta Ley. Para efectos de 

esta Ley, la adjudicación de tierras rurales estatales en posesión agraria o de vivienda, 

constituye justo título” 

Que, el artículo 63 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, establece 

las exclusiones: “No pueden ser adjudicatarios de tierras rurales estatales: a) Las personas 

extranjeras dentro de los veinte kilómetros adyacentes a las fronteras del país, áreas de 

seguridad, áreas protegidas de conformidad con la Ley; y aquellas que por su estatus 

migratorio no les esté permitido ejercer actividades económicas en forma permanente; b) 

Quienes por resolución administrativa en firme o sentencia judicial ejecutoriada han sido 

declarados invasores o traficantes de tierras; c) Las personas naturales cuya actividad 

económica no es compatible con las actividades agropecuaria, forestal, silvícola, acuícola, 

de conservación de recursos naturales renovables; recreación o ecoturismo; y las personas 

jurídicas que no tienen por objeto las indicadas actividades, en los programas de 

redistribución; d) Quienes han sido beneficiarios de una adjudicación anterior de tierras, con 

excepción de las y los adjudicatarios de predios cuya superficie es inferior a la Unidad 

Productiva Familiar; e) Quienes hayan perdido la propiedad de tierras adjudicadas, por 

haberse revertido su adjudicación o la han transferido en venta. f) Los funcionarios públicos 

que de cualquier forma intervengan en los procesos de adjudicación, sus cónyuges y 

parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad; y, g) Las 

entidades de derecho público y en general las entidades de la Administración Pública 

Institucional de la Función Ejecutiva, con excepción de las entidades rectoras de Educación, 

de Salud, de Seguridad y Defensa Nacional; cuando el propósito de la adjudicación es la 

creación de centros educativos o de salud, los destinados a la investigación científica y 

transferencia de tecnología y, los requeridos para la seguridad y defensa. La adjudicación a 

alguna de las personas o instituciones comprendidas en los casos anteriores acarreará la 

destitución de los funcionarios que hayan intervenido en ella, sin perjuicio de que se declare 

la nulidad del acto administrativo” 

Que, el artículo 66 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en cuanto 

al valor de las tierras y forma de pago establece: “En los casos de adjudicación de tierras 

rurales agrarias por parte del Estado a posesionarlos individuales, el valor será fijado por la 

Autoridad Agraria Nacional o el ente rector de hábitat y vivienda, según corresponda y en los 

casos de adjudicación de tierras rurales de vivienda por parte del Estado a posesionarlos 

individuales, el valor será fijado por el ente rector de hábitat y vivienda, valores que serán 

cancelados por la o el beneficiario en la entidad que corresponda. Esta cancelación se podrá 

hacer en efectivo o en títulos pagaderos anualmente, en un término de hasta quince años, con 

un interés preferencial, considerando las condiciones socio económicas y capacidad de pago 

del adjudicatario. En caso de mora, se pagará el interés que fije la autoridad de política y 

regulación monetaria y financiera. Todos los beneficiarios tendrán un período de gracia de 

hasta tres años, dependiendo del tipo de producción, para el pago del capital e intereses del 

valor de la adjudicación. En caso de cancelación mediante títulos de crédito se constituirá 

hipoteca sobre el predio adjudicado a favor de la Autoridad Agraria Nacional o el ente 
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rector de hábitat y vivienda, según corresponda. Dicha entidad puede ceder la hipoteca a una 

entidad financiera pública, privada o de la economía popular y solidaria, para garantizar el 

crédito adquirido o el crédito productivo, o los dos conjuntamente, de ser el caso. Las tierras 

que ingresen al patrimonio de tierras rurales estatales a título gratuito serán adjudicadas de 

conformidad con lo dispuesto en esta Ley y su reglamento, tomando en cuenta el avalúo del 

inmueble generado por la autoridad nacional de avalúos y catastros. Este valor será pagado 

con sujeción al procedimiento previsto en la Ley” 

Que, el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, instituye 

reglas comunes para la titulación de tierras rurales: “Para la titulación de tierras rurales 

agrarias o de vivienda a favor de personas naturales o personas jurídicas el peticionario de 

la adjudicación debe presentar una declaración responsable en la cual se establezca: a) No 

haber sido adjudicatario de tierras del Estado en superficies mayores a la Unidad Productiva 

Familiar; b) Que asume la responsabilidad directa en la ejecución del plan de manejo 

productivo; c) Ha estado en posesión agraria de la tierra por el período de por lo menos 

cinco años; y, d) Que acepta el compromiso de pagar el valor de la tierra en los plazos y 

forma establecidos. La Autoridad Agraria Nacional o el ente rector de hábitat y vivienda, 

según corresponda de oficio dará publicidad por su página web o cualquier otro medio 

permitido, a las peticiones de adjudicación en trámite, previamente a expedir la resolución 

correspondiente. Si dentro de los linderos expresados en el acto administrativo de 

adjudicación existen una cabida real mayor que la adjudicada, debe rectificarse la 

resolución de adjudicación y el valor de la misma. Mas si dicha cabida es menor, da derecho 

a que se rectifique el valor de la adjudicación y se restituya lo cobrado en exceso. La 

adjudicación de varios lotes de tierra rural, cuya extensión individual no supere la extensión 

de la Unidad Productiva Familiar realizada en favor de una o un mismo posesionario, se 

efectuará simultáneamente” 

Que, el inciso sexto del artículo 71 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios 

Ancestrales, entorno a la redistribución de tierras rurales, define que: “(…) El ente rector en 

materia de vivienda y desarrollo urbano y los Gobiernos Autónomos Descentralizados, 

dentro de los programas de vivienda social, pueden realizar programas de vivienda rural en 

tales predios, de conformidad a la normativa vigente (…)” 

Que, el artículo 75 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, refiere 

sobre la constitución de las unidades productivas familiares como: “Se constituye la Unidad 

Productiva Familiar, como una unidad básica de producción agraria, cuya extensión la 

definirá la Autoridad Agraria Nacional o el ente rector de hábitat y vivienda, según 

corresponda en cada zona agroecológica, conforme con las condiciones biofísicas, acceso a 

servicios e infraestructura productiva existente. La producción de esta Unidad deberá 

generar ingresos suficientes para la reproducción familiar, pago de la tierra y utilidad para 

mejorar su sistema de producción y la calidad de vida familiar. Los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados tomarán en cuenta la Unidad Productiva Familiar como unidad de medida 

para la gestión de la tierra rural de conformidad con esta Ley y su reglamento” 

Que, en la disposición General Octava de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios 

Ancestrales, se establece que: “La autoridad que ejerza la rectoría en materia de urbanismo 

y vivienda, en coordinación con los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipal, 

metropolitano y provincial, adjudicará tierra rural para vivienda rural de interés social en 
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favor de campesinos posesionarios, de conformidad con la competencia de regularización de 

las tierras estatales establecidas en esta ley”  

Esta adjudicación podrá tener por antecedente la desmembración de un lote con fines de 

vivienda rural, de otra mayor extensión dedicado a las labores de la agricultura familiar 

campesina. 

El lote de tierra adjudicado con fines de vivienda rural de interés social deberá considerar la 

extensión del predio rural mínimo que determine mediante ordenanza el Gobierno Autónomo 

Descentralizado municipal o metropolitano, de conformidad con los criterios y parámetros 

que establezca la Autoridad Agraria Nacional…” 

Que, la disposición Transitoria Octava de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios 

Ancestrales, se establece que: “En el plazo de un año a partir de la fecha de vigencia de esta 

Ley, las tierras del Patrimonio de Tierras Rurales del Estado que se encuentren en zona 

urbana serán transferidas al Autoridad de Desarrollo Urbano y Vivienda, para su titulación 

en favor de los posesionarios de conformidad con la Ley y la normativa que dicte para el 

efecto” 

Que, el artículo 14 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y 

Territorios Ancestrales, en relación a la titularización de la vivienda rural, se establece que: 

“La autoridad Agraria Nacional o su delegado remitirá al Ministerio de Desarrollo Urbano 

y Vivienda, o el que haga sus veces, las solicitudes de posesionarios de tierras rurales que se 

encuentren destinadas a vivienda rural, para su adjudicación. 

El Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda verificará el cumplimiento de los requisitos y 

procedimientos pertinentes, que se encuentran establecidos en la Ley y este Reglamento, a 

efectos de adjudicación a los posesionarios de las tierras rurales estatales ocupadas o 

destinadas para vivienda rural” 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 73, publicado en el Registro Oficial Edición Especial 

No. 1008, de fecha 26 de abril de 2027, el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura 

y Pesca, expidió el: “Manual de Procedimientos y trámites administrativos Tierras Rurales. 

Que, mediante Acuerdo Interministerial No. 115, del 26 de octubre del 2020, suscrito  

entre el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda y el Ministerio de Agricultura y 

Ganadería, expidió el “Procedimiento para la regularización y adjudicación de predios 

rurales que actualmente están ocupados o destinados para vivienda de campesinas y 

campesinos que se encuentran en posesión de tierras estatales”; 

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 050-20, de fecha 31 de diciembre de 2020, el 

Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda expidió el “Manual de procedimiento interno 

para la regularización y adjudicación de predios rurales que actualmente están ocupados o 

destinados para vivienda de campesinas y campesinos que se encuentran en posesión de 

tierras estatales”.  

Que, el 17 de marzo de 2022, el Gobierno Nacional del Ecuador, a través del Ministerio de 

Desarrollo Urbano y Vivienda, con Boletín Oficial 033, implementó el programa Creamos 

Vivienda con el objetivo de reducir el déficit habitacional y mejorar la calidad de vida de la 

población mediante la construcción de viviendas adecuadas y sostenibles. El programa está 
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dirigido a personas en estado de vulnerabilidad y se enfoca en seis ejes de acción, entre los 

cuales consta el eje denominado “CREAMOS PATRIMONIO” 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. MIDUVI-MIDUVI-2022-0021-A, publicado en el 

Registro Oficial No. 218, de fecha 28 de diciembre del 2022, el Ministerio de Desarrollo 

Urbano y Vivienda, expidió el: “PROCEDIMIENTO PARA LA REGULARIZACIÓN Y 

ADJUDICACIÓN DE PREDIOS RURALES QUE ACTUALMENTE ESTÁN OCUPADOS O 

DESTINADOS PARA VIVIENDA DE CAMPESINAS Y CAMPESINOS QUE SE 

ENCUENTRAN EN POSESIÓN DE TIERRAS ESTATALES. METODOLOGÍA PARA EL 

CÁLCULO DEL VALOR DE COBRO POR SU ADJUDICACIÓN Y LAS REGLAS PARA EL 

OTORGAMIENTO DEL INCENTIVO PARA REGULARIZACIONES DEL PROGRAMA 

“CREAMOS PATRIMONIO” 

Que, mediante Oficio No. MIDUVI-CZ4-M-2023-0780-O, de fecha 26 de septiembre del 

2023, por el Mgs. Fabian Wilfrido Pita Franco, COORDINADOR GENERAL REGIONAL 4, 

manifiesta que de acuerdo con lo establecido en el Acuerdo Nro. MIDUVI-MIDUVI-2022-

0021-A, el artículo 28 de disponer la presentación de los siguientes requisitos: Formulario de 

información del posesionario; Declaración responsable del posesionario; ficha de estado del 

predio emitido por el GAD; certificado del Registro de la Propiedad del solicitante, que no 

tenga otros bienes inmuebles dentro del mismo cantón, y, el levantamiento planimétrico 

georreferenciado, conforme al formato del ente rector de hábitat y vivienda por el GAD 

Municipal correspondiente. 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. MIDUVI-MIDUVI-2024-0024-A, publicado en el 

Registro Oficial No. 724, del 17 de enero del 2025, expide las reformas al Acuerdo 

Ministerial No. MIDUVI-MIDUVI-2022-0021-A, cuyo artículo 1 dispone: “Elimínese en los 

artículos 19, letra b), 20 y 28 del Acuerdo Ministerial No. MIDUVI-MIDUVI-2022-0021-A, el 

requisito: “certificado del Registrador de la Propiedad del solicitante, que no tenga otros 

bienes inmuebles dentro del mismo cantón”, con lo cual se eliminan el literal b) del artículo 

19, numeral quinto del articulo 20 y el inciso segundo del artículo 28, que refiere al 

certificado del registro de la propiedad cantonal. 

Que, a través de la Disposición Especifica Primera de la ORDENANZA MUNICIPAL 

SUSTITUTIVA DEL LIBRO SEGUNDO, TITULO 1, CAPITULO VII DEL CODIGO 

MUNICIPAL, DE LA REGULACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y 

TITULARIZACIÓN DE TERRENOS MOSTRENCOS, FAJAS Y LOTES, UBICADOS EN 

LA ZONA URBANA Y ZONAS DE EXPANSIÓN URBANA DEL CANTÓN OLMEDO, 

se dispone que previa la coordinación institucional con la Coordinación Zonal 4 del 

Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda Manabí, la Unidad de Legalización de Tierras, 

elaborará un reglamento municipal estableciendo el procedimiento administrativo que se 

realizará para la regularización de tierras rurales con fines de vivienda. 

Que, una normativa reglamentaria expedida por el órgano ejecutivo municipal, como norma 

secundaria de una ordenanza, se encuentra limitada a facilitar su cumplimiento, y, al no poder 

modificar o derogar las disposiciones contenidas en dicha normativa, no podría ser aplicable 

para normar la gestión administrativa municipal, por lo cual, es necesario la creación de una 

normativa de carácter general que viabilice el procedimiento para coadyuvar al proyecto de 

CREAR PATRIMONIO a favor de nuestros ciudadanos Olmedenses.  
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Que, es importante contar con una normativa legislativa que permita la exoneración de las 

tasas municipales, la instrumentación documental necesaria y prestar las facilidades del 

recurso humano municipal, para viabilizar el proceso de regularización de la propiedad de 

predios rurales estatales ocupados o destinados para vivienda rural a favor de nuestros 

ciudadanos Olmedenses. 

En ejercicio de su atribución establecida en el artículo 57 literal a) del Código Orgánico de 

Organización Territorial Autonomía y Descentralización, en concordancia con el ultimo 

inciso del artículo 264 de la Constitución de la Republica del Ecuador, EXPIDE: 

LA ORDENANZA QUE NORMA LA GESTIÓN MUNICIPAL ANTE EL 

MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, PARA LA 

REGULARIZACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y 

TITULARIZACIÓN DE PREDIOS RURALES ESTATALES, OCUPADOS Y/O 

DESTINADOS PARA VIVIENDA RURAL A FAVOR DE CAMPESINAS Y 

CAMPESINOS DEL CANTÓN OLMEDO 

TITULO I 

OBJETO, AMBITO Y COMPETENCIA 

Art. 1.- Objeto. - La presente ordenanza tiene por objeto determinar el procedimiento 

administrativo municipal, que permita gestionar y obtener a través de las diferentes 

dependencias que forman parte de la Unidad de Legalización de Tierras, los diferentes 

documentos requeridos para la tramitación ante el Ministerio de Desarrollo Urbano y 

Vivienda. 

De igual manera, establecer las gestiones y coordinaciones con la autoridad rectora de hábitat 

y vivienda, para los diferentes procesos de regularización de predios estatales rurales 

ocupados o destinados para vivienda a favor de ciudadanos del cantón Olmedo. 

Art. 2.- Ámbito de aplicación. – La presente ordenanza se aplicará en la circunscripción 

territorial rural del cantón Olmedo-Manabí. 

Art. 3.- Competencia. - La autoridad competente para la regularización y adjudicación de 

predios rurales estatales que actualmente están en posesión, cuyo destino u ocupación es para 

vivienda de campesinas y campesinos, es el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, de 

conformidad a la ley de la materia y su reglamento de aplicación. 

Art. 4. Principios. - Para la aplicación de la presente ordenanza, se observarán los principios 

de legalidad, celeridad, igualdad, transparencia, eficiencia, coparticipación en la gestión 

pública y solidaridad social 

Art. 5.- Definiciones. - Para los fines previstos en el procedimiento descrito en este acuerdo, 

se aplicarán las siguientes definiciones y términos: 

a. Gestor técnico: Grupo de profesionales del sector privado, sector público o instituciones 

de educación superior, encargados de realizar el levantamiento del expediente técnico y 

legal. Estos profesionales, podrán actuar por delegación, contratación o cooperación con el 

Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda en calidad de ente rector de hábitat y 

vivienda.    
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b. Gestor técnico municipal: Personal profesional de la Gobierno Autónomo 

Descentralizado Municipal del cantón Olmedo, quienes realizarán el levantamiento previo 

de información, para facilitar el proceso administrativo de regularización masiva o 

individual de los posesionarios de terrenos rurales destinados a vivienda ante el MIDUVI, 

gestionando los diferentes instrumentos técnicos necesarios. 

c. Posesión de tierra rural ocupada o destinada a vivienda: Es la tenencia pacífica e 

ininterrumpida, por el plazo de al menos cinco (5) años, de tierras rurales de propiedad del 

Estado que estén ocupadas o sean destinadas para la vivienda de campesinos o campesinas 

que pretendan ser beneficiarias de la adjudicación y realicen actos de señor y dueño.  

d. Valoración de bienes inmuebles rurales: Es el proceso de cálculo que establecerá el 

valor de un bien inmueble en un suelo rural determinado, considerando las características y 

cualidades de la tierra, su capacidad productiva, así como, las construcciones, adicionales 

constructivos, afectaciones y protecciones que este posea. Para la metodología y técnicas 

de evaluación, se tomará lo establecido en el Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización, respecto a la aplicación de los elementos de valor del 

suelo, valor de las edificaciones y valor de reposición, así como también los criterios dados 

por la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales.    

e. Valor de la construcción: Hace referencia al valor que se le asigna a los componentes 

construidos de un determinado bien inmueble; tales como, edificaciones, infraestructuras 

de carácter industrial, comercial, deportiva, agrícola, entre otras; mejoras adheridas y/o 

adicionales constructivos.  

f. Valor de la tierra rural: Es el criterio valorativo que se le otorga a una determinada tierra 

rural considerando características de superficie, accesibilidad, propiedades intrínsecas, 

cualidades físicas, así como, su capacidad y potencial productivo.   Valor del suelo: Se 

denominan valores del suelo o terreno, al conjunto de valores y criterios técnicos 

establecidos en la presente norma técnica para la valoración, que servirán de base para 

calcular los avalúos del suelo o terreno.   Vivienda: Para fines de la aplicación de este 

acuerdo ministerial, se entenderá por vivienda al espacio físico construido, edificado, 

transformado o dispuesto para ser habitado por personas. 

g. Valor del suelo: Se denominan valores del suelo o terreno, al conjunto de valores y 

criterios técnicos establecidos en la presente norma técnica para la valoración, que servirán 

de base para calcular los avalúos del suelo o terreno.  

h. Vivienda: Para fines de la aplicación de este acuerdo ministerial, se entenderá por vivienda 

al espacio físico construido, edificado, transformado o dispuesto para ser habitado por 

personas. 

CAPITULO I 

GENERALIDADES 

Art. 6.- Del predio rural para la adjudicación destinada a vivienda. – Para el trámite del 

proceso administrativo de adjudicación de predios rurales estatales destinados a vivienda en el 

sector rural de propiedad estatal, se deberá considerar la extensión del predio destinado a 

vivienda de conformidad con los lineamientos y normativa expedida por el MIDUVI, y, los 

criterios y parámetros, que establezca adicionalmente la autoridad agraria nacional. 



 

14 
 

En la actualidad para la adjudicación de predios rurales de propiedad estatal ocupados o 

destinados para vivienda, la entidad rectora de hábitat y vivienda considera lo siguiente: 

a. El predio deberá encontrarse emplazado en el sector rural, conforme la clasificación del 

suelo otorgada por el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Olmedo. 

b. El predio deberá pertenecer al Estado y no haber sido adjudicado a personas naturales o 

jurídicas previamente. 

c. El lote debe tener una dimensión de hasta dos mil metros cuadrados (2000 m2), y cumplir 

con la dimensión del predio rural mínimo establecido o la disposición emitida por el 

Gobierno Autónomo Descentralizado municipal del cantón Olmedo. 

En el caso de que durante el proceso administrativo se identifique un predio con vocación 

agrícola por parte de la Autoridad Agraria Nacional, será facultad de esta entidad la 

adjudicación, conforme a los requisitos y procedimientos establecidos para este efecto. 

Artículo 7.- Destino del predio a ser adjudicado. - Conforme lo determinado en la Ley 

Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales y su Reglamento, los predios 

regularizados y adjudicados a través del MIDUVI, serán ocupados o destinados para vivienda; 

su control y seguimiento estará a cargo del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda. 

En los casos de solicitudes para procesos de adjudicación de predios rurales estatales que no 

tengan exclusividad para vivienda será de competencia de la Autoridad Agraria Nacional. 

Artículo 8. Del posesionario del predio rural. - Para el procedimiento de adjudicación de 

predios rurales estatales destinados u ocupados para vivienda, el/los solicitantes deberán 

considera lo siguiente: 

a. Completar el formulario de información del posesionario del predio ocupado o destinado a 

vivienda. Debe ser llenado de manera digital, a través de la página web que el ente rector 

de hábitat y vivienda establezca para el efecto. En dicho formulario deberá especificar el 

tiempo de posesión del predio, que para la regularización no podrá ser inferior a 5 años de 

tenencia ininterrumpida y de buena fe. Además, deberá especificar número de teléfono y 

correo electrónico para comunicaciones o notificaciones.  

b. Declaración responsable del solicitante en el cual establece lo considerado en la Ley 

Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales: 

- No haber sido adjudicatario de tierras del Estado en superficies mayores a la Unidad 

Productiva Familiar.  

- Estar en posesión del predio rural estatal por al menos cinco años.  

- Que acepta el compromiso de pagar el valor de la tierra, en los plazos y forma 

establecidos.  

c. Ser ecuatoriano o extranjero, cuyo estatus migratorio permita ejercer actividades 

económicas en forma permanente. 

CAPITULO II 

FORMAS DE INTERVENCIÓN PARA LA REGULARIZACIÓN 

Articulo 9.- Tipos de intervención para la regularización. – El proceso de regularización 

que ejecuta el ente rector de hábitat y vivienda, procede a petición de parte de los 

posesionarios de manera individual y/o producto de una planificación a nivel masivo 

previamente priorizada por la Subsecretaría de Uso, Gestión del Suelo y Catastros. 
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Artículo 10.- Regularización individual de predios rurales estatales ocupados o 

destinados para vivienda. - A petición de parte, los posesionarios podrán solicitar al ente 

rector de hábitat y vivienda, iniciar el proceso de regularización y titularización sobre el 

predio que se encuentren en posesión pacífica e ininterrumpida, que está ocupado o destinado 

para vivienda.  

Artículo 11. Regularización masiva de predios rurales estatales ocupados o destinados 

para vivienda. - El ente rector de hábitat y vivienda, a través de la Subsecretaría de Uso, 

Gestión del Suelo y Catastros, es el responsable de efectuar una planificación a nivel nacional, 

definiendo las provincias y cantones, sobre las cuales ejecutará el proceso de regularización 

de predios rurales estatales a favor de sus posesionarios a nivel masivo.  

La planificación procede de acuerdo a los criterios de priorización definidos por el ente rector 

de hábitat y vivienda y/o por petición del Gobierno Autónomo Descentralizado 

correspondiente.  

En este tipo de intervención se establece la posibilidad de entrega del incentivo relativo a la 

titularización, siendo establecida el modelo de gestión por parte de la oficina técnica o 

coordinación general regional, sea por contratación o cooperación, para el levantamiento de 

expedientes de los predios a regularizar a través de un gestor técnico. 

Artículo 12. Informe de priorización de cantones. - La Subsecretaría de Uso, Gestión del 

Suelo y Catastros, será la responsable de planificar, de manera anual y a nivel nacional, la 

priorización a nivel cantonal para que el ente rector de hábitat y vivienda a través de sus 

oficinas técnicas y coordinaciones generales regionales, ejerzan la competencia relativa a la 

regularización y titularización de predios rurales estatales a nivel masivo. 

CAPITULO III 

DE LOS REQUISITOS 

Artículo 13.- Requisitos. - Para el procedimiento de adjudicación de predios rurales estatales 

destinados u ocupados para vivienda, los solicitantes deben cumplir con los requisitos 

establecidos por el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, conforme a la normativa 

correspondiente: 

a. Formulario de información del posesionario 

b. Declaración responsable del posesionario 

c. Ficha de estado del predio emitido por el GAD 

d. Levantamiento planimétrico georreferenciado, conforme al formato del ente rector de 

hábitat y vivienda validado por el GAD Municipal correspondiente. 

CAPITULO VI 

DEL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN MUNICIPAL 

Artículo 14.- Socialización. - La Unidad de Legalización de Tierras coordinará con la 

Dirección de Desarrollo Social y Comunicación del GADM-Olmedo, para que efectúen un 

proceso de socialización a la comunidad y posesionarios de los predios rurales estatales 

destinados a vivienda, con el propósito de que puedan acceder al incentivo para regularización 

del programa “CREAMOS PATRIMONIO” impulsado por el Ministerio de Desarrollo 

Urbano y Vivienda “MIDUVI”, y, gestionado a través del Gobierno Autónomo 

Descentralizado Municipal del cantón Olmedo. 
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Artículo 15.- De la solicitud del proceso de legalización de tierras por el MIDUVI. – 

La/El secretaria/o de la Unidad de Legalización de Tierras, receptará la siguiente 

documentación: 

- Solicitud dirigida al Señor/a Acalde/sa del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 

del Cantón Olmedo-Manabí. 

- Fotocopias de la Cédula de Ciudadanía y del Certificado del Votación actualizado del 

solicitante. 

- Certificado de Solvencia emitido por la Tesorería Municipal que acredite que el solicitante 

no presenta deudas con la Municipalidad. 

El despacho se realizará de forma inmediata, en orden cronológico conforme a la presentación 

de solicitudes, para lo cual la secretaria de la ULT, asignará el correspondiente número de 

trámite, y, pondrá a conocimiento del presidente de la Unidad de Legalización de Tierras, para 

que de inicio al trámite correspondiente. 

Articulo 16.- De la pre-identificación de predios rurales estatales ocupados o destinados 

para vivienda. - El presidente de la Unidad de Legalización Tierras, remitirá en el plazo 

máximo de un (01) día hábil, al director de Planificación y Obras Públicas, para que disponga 

de forma inmediata al personal de gestores técnicos municipales, para que realicen la 

inspección in situ del predio rural destinado a vivienda objetos del presente proceso 

administrativo, quienes elaborarán la hoja de campo de la visita técnica que contendrá al 

menos la siguiente información:  

- Confirmación de identidad del posesionario 

- Autodeterminación ética 

- Ingresos económicos 

- Grupo de atención prioritaria 

- Número de familiares que habitan la vivienda 

- Correo electrónico 

- Contacto de celular 

- Ubicación:  

o Provincia 

o Cantón 

o Parroquia 

o Barrio/Sector 

o Dirección. 

- Área:  

o Terreno 

o Construcción 

o Cultivos o área verde 

- Linderos:  

o Coordenadas de los vértices del predio UTM (X, Y)} 

o Colindantes 

- Pendiente 

- Acceso al predio 

- Características constructivas:  

o Tipo de pisos 

o Tipo de techo 

o Tipo de paredes 

o Años de construcción por cada bloque constructivo 
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- Características de plantaciones existentes 

- Registro fotográfico de la visita técnica. 

Posteriormente el gestor técnico municipal a cargo del expediente administrativo, en el plazo 

máximo de cinco (05) días elaborará el levantamiento planimétrico georreferenciado, 

conforme al formato del ente rector de hábitat y vivienda, el mismo que será validado por el 

director de Planificación y Obras Públicas del GADM-Olmedo. 

Articulo 17.- Pedido de regularización de predios individuales sujetos a adjudicación.- El 

gestor técnico municipal convocará al peticionario para realizar el llenado del formulario de 

información del posesionario, a través de la siguiente link 

https://siiduvi.miduvi.gob.ec/Siiduvi-web/public/Legalizacion/Tierras/Posesionario.miduvi; o 

de la plataforma que el ente rector de hábitat y vivienda implemente para el efecto.  

De igual manera, colaborará al peticionario para que realice la declaración responsable del 

posesionario constante en el presente link, o en la plataforma que el ente rector de hábitat y 

vivienda implemente para el efecto. 

Con la impresión de la notificación de ingreso del pedido realizado a través de la plataforma 

dispuesta por el ente rector de hábitat y vivienda, remitirá el expediente de forma inmediata al 

técnico de Avaluó y Catastro del GADM-Olmedo. 

El expediente administrativo deberá contener toda la información, con su respectiva firma de 

responsabilidad, en el sistema informático implementado por el ente rector de hábitat y 

vivienda. 

Articulo 18.- De la ficha del estado del predio rural sujeto a la adjudicación. - Recibido el 

expediente administrativo con la notificación de ingreso del pedido en la plataforma que el 

ente rector de hábitat y vivienda implemente para el efecto, en el plazo de tres (03) días el 

técnico de Avaluó y Catastro del GADM-Olmedo, emitirá la ficha del estado de predio que 

deberá contener la siguiente información: 

1. Datos del predio: 
- Número de predio o clave catastral 
- Provincia 
- Cantón 
- Parroquia 
- Barrio 

2. Clasificación del suelo (urbano o rural)  
3. Subclasificación del suelo 
4. Lote mínimo en relación al plan de uso y gestión del suelo del GADM-Olmedo. 
5. Afectaciones o protecciones especiales 

Articulo 19.- De la certificación de afectación de ambiente. – El Técnico de Gestión de 

Riesgo y Ambiente designado por el GADM-Olmedo, en el plazo de 24 horas emitirá un 

certificado de no afectación a las áreas naturales protegidas, bosques y vegetación protectores 

o patrimonio forestal del estado, y, que no se encuentra en zona de riesgo el predio objeto de 

la regularización, mismo que será remitido a la secretaria de la ULT, para que prepare las 

carpetas y oficio dirigido a la Coordinación Zonal 4 del MIDUVI, con la entrega formal de los 

expedientes administrativos conforme los requisitos y procedimiento establecido por el ente 

https://siiduvi.miduvi.gob.ec/Siiduvi-web/public/Legalizacion/Tierras/Posesionario.miduvi
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rector de hábitat y vivienda, y, observando el tramite conforme a las formas de intervención 

para la regularización. 

Articulo 20.- Del seguimiento del trámite ante el MIDUVI. - La secretaria de la Unidad de 

Legalización de Tierras, mantendrá los contactos de los posesionarios de los predios objeto de 

regularización, con el propósito de dar continuidad e impulsar las intervenciones de los 

gestores técnicos designados por el ente rector del hábitat y vivienda, para el levantamiento y 

verificación de la información, conforme al modelo de gestión y de la forma de intervención 

para la regularización, facilitando todos los medios disponibles de esta unidad, para que el 

gestor técnico MIDUVI, pueda emitir la recomendación de procedencia o improcedencia de 

adjudicación del predio a favor del posesionario, y de aplicación de la reducción en el valor de 

la tierra en caso de confirmar los criterios de elegibilidad, de acuerdo al formato emitido por 

el ente rector de hábitat y vivienda. 

Artículo 21.- Imposibilidad de adjudicación. – Si del análisis de las dependencias a cargo 

del MIDUVI, se desprende que el predio objeto de regularización, no puede ser adjudicado, 

por incumplimiento de los parámetros establecidos en el presente Acuerdo Ministerial o 

normativa legal correspondiente, emitirá el acto administrativo debidamente motivado sobre 

la o las causas de imposibilidad de adjudicación, ordenando su archivo y realizará la 

notificación al solicitante, a través del correo electrónico proporcionado en la fase de 

solicitud.  

Si la causal de no adjudicación corresponde por exceder el área máxima autorizada para la 

regularización, la integralidad del expediente, con la respectiva información técnica, será 

remitida a la Autoridad Agraria Nacional, para su continuidad con el proceso con base en su 

competencia establecida en la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales y 

conforme a lo dispuesto en el Acuerdo Interministerial No. 115, de fecha 26 de octubre del 

2020, suscrito por el Ministro de Desarrollo Urbano y Vivienda, y, Ministro de Agricultura y 

Ganadería. 

Artículo 22.- Resolución de adjudicación. - Una vez aprobado el expediente y realizado el 

pago o suscripción del convenio, el MIDUVI emitirá el acto administrativo de adjudicación a 

favor del solicitante, mismo que será suscrito por parte del coordinador general regional 

correspondiente o su delegado. 

Una vez emitido el acto administrativo de adjudicación, las oficinas técnicas y coordinaciones 

generales regionales del ente rector de hábitat y vivienda se encargarán de notificar al 

beneficiario con el contenido de la resolución de adjudicación.  

Artículo 23.- Inscripción. - Las oficinas técnicas y coordinaciones generales regionales del 

ente rector de hábitat y vivienda, a cargo del proceso de regularización y titularización, en 

coordinación con el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal o Metropolitano, 

deberán proceder a la inscripción del acto administrativo de adjudicación en el Catastro 

Municipal y la inscripción de la resolución de adjudicación debidamente protocolizada en el 

Registro de la Propiedad del cantón donde se encuentre el predio adjudicado.  

De conformidad a lo establecido en la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios 

Ancestrales, los actos de transferencia de dominio de predios adjudicados serán considerados 

de cuantía indeterminada y estarán exentos del pago de tributos correspondientes a la 

transferencia de dominio. El acto de inscripción en los registros catastrales y de la propiedad, 

no podrá sobrepasar los treinta días.  
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CAPITULO V 

TASAS MUNICIPALES 

Articulo 24.- De las tasas por servicios técnicos y administrativos. - Los procesos 

administrativos de regularización de predios rurales estatales ocupados o destinados para 

vivienda que contemplan la presente normativa, estarán exentos del pago de los servicios 

técnicos y administrativos de la Municipalidad de Olmedo-Manabí, y, de igual manera, 

estarán exentos de las tasas por los procesos de inscripción catastral y registral, conforme lo 

dispuesto en el Art. 70 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, y, Art. 

46 del Acuerdo Ministerial No. MIDUVI-MIDUVI-2022-0021-A, expedido por el Ministerio 

de Desarrollo Urbano y Vivienda.    

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA. - En caso de muerte del solicitante, durante el proceso de regularización y 

titularización de predios estatales rurales, el trámite continuará en favor del cónyuge 

superviviente y sus herederos. Para el efecto deberá agregarse al expediente la posesión 

efectiva de los herederos, debidamente inscrita para continuar con el proceso respectivo.  

SEGUNDA. - En caso de divorcio de los solicitantes, y/o disolución de la unión de hecho, 

para la continuidad del proceso de regularización del predio estatal, los solicitantes deberán 

agregar el acta de disolución de la sociedad conyugal, aclarando a quién de las partes se le 

otorgará los derechos a la titularidad del predio que se encuentra en proceso de regularización.  

TERCERA. – La dirección Administrativa y de Talento Humano del GADM-Olmedo, 

realizará las reformas necesarias para integrar en el Orgánico Estructural y Funcional de esta 

municipalidad, a la Unidad de Legalización de Tierras, que estará conformada de manera 

multidisciplinaria y con carácter permanente por: las siguientes dependencias: a. El 

Procurador Síndico Municipal, quien la presidirá; b. El director de Planificación y Obras 

Públicas; c. El Técnico de la Unidad de Avalúos y Catastro; d. El Técnico de la Unidad de 

Riesgos y/o Ambiente; e. El Técnico de Control Territorial; f. El director de Desarrollo Social 

y Comunicación; g. El Técnico de Comunicación Social; y, h. Un/a secretario/a que sea 

servidor/a municipal. 

CUARTA. – La Unidad de Legalización de Tierras, presentará anualmente a la máxima 

autoridad municipal, su plan operativo anual, integrando los requerimientos y necesidades de 

personal, equipo y material necesario para su operación.  

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

ÚNICA. – Los procedimientos administrativos que se encuentran en trámite a la fecha de 

vigencia de esta Ordenanza, podrán acogerse a los beneficios de la exoneración de las tasas, 

servicios administrativos municipales y cualquier otra circunstancia que favorezca al 

administrado y que se encuentre determinada en la presente ordenanza. 

DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

PRIMERA. - Reformase en la ORDENANZA MUNICIPAL SUSTITUTIVA DEL LIBRO 

SEGUNDO, TITULO 1, CAPITULO VII DEL CODIGO MUNICIPAL, DE LA 

REGULACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y TITULARIZACIÓN 

DE TERRENOS MOSTRENCOS, FAJAS Y LOTES, UBICADOS EN LA ZONA URBANA 
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Y ZONAS DE EXPANSIÓN URBANA DEL CANTÓN OLMEDO, las siguientes 

disposiciones: 

- En el Articulo 12, literal a) suprímase la frase “adjuntando la especie valorada de tramites 

generales del GADM-Olmedo”. 

- En el Articulo 12, literal f) suprímase la frase “y de su núcleo familiar”. 

- En el Articulo 49, sustitúyase en el primer párrafo la frase “diez (10) años” por “dos (02) 

años”   

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

PRIMERA. - Deróguese toda ordenanza y dejase sin efecto jurídico cualquier resolución o 

instructivo de igual o menor jerarquía, que se oponga a los fines de la presente ordenanza. 

DISPOSICIÓN FINAL 

PRIMERA. –Vigencia. - La presente ordenanza entrará en vigor a partir de su sanción, sin 

perjuicio de su promulgación en la página web, y en el Registro Oficial, de conformidad a lo 

establecido en el Artículo 324 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización.  

Dada y firmado en la sala de sesiones del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 

Cantón Olmedo-Manabí, a los veinte (20) días del mes de mayo del dos mil veinticinco. 

NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y PUBLÍQUESE.  

 

 

   Ing. Lourdes María Guerrero Giler                     Ab. Vanessa Elizabeth Moreira Castro 

                ALCALDESA                                               SECRETARIA GENERAL  

CERTIFICO.- Que la presente “LA ORDENANZA QUE NORMA LA GESTIÓN 

MUNICIPAL ANTE EL MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, 

PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y 

TITULARIZACIÓN DE PREDIOS RURALES ESTATALES, OCUPADOS Y/O 

DESTINADOS PARA VIVIENDA RURAL A FAVOR DE CAMPESINAS Y 

CAMPESINOS DEL CANTÓN OLMEDO”, fue debidamente discutida y aprobada por el 

Concejo Municipal del cantón Olmedo, en dos sesiones celebradas el jueves 15 de mayo de 

2025 en la sesión ordinaria Nº 19 del año 2025 de la administración municipal 2023 2027; y, 

el martes 20 de mayo de 2025 en la sesión ordinaria Nº 20 del año 2025 de la administración 

municipal 2023-2027, de conformidad a lo que dispone el Art. 322 del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. 

 

 

Ab. Vanessa Elizabeth Moreira Castro 

SECRETARIA GENERAL 
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De conformidad a lo que dispone el Art. 322 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización; remito a la Ingeniera Lourdes María Guerrero 

Giler, alcaldesa del Cantón Olmedo, “LA ORDENANZA QUE NORMA LA GESTIÓN 

MUNICIPAL ANTE EL MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, 

PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y 

TITULARIZACIÓN DE PREDIOS RURALES ESTATALES, OCUPADOS Y/O 

DESTINADOS PARA VIVIENDA RURAL A FAVOR DE CAMPESINAS Y 

CAMPESINOS DEL CANTÓN OLMEDO”, para su sanción. Olmedo, 22 de mayo de 

2025. 

 

 

Ab. Vanessa Elizabeth Moreira Castro 

SECRETARIA GENERAL 

En la ciudad de Olmedo a los veintisiete días del mes de mayo del año dos mil veinticinco.- 

VISTOS: Por cuanto LA ORDENANZA QUE NORMA LA GESTIÓN MUNICIPAL 

ANTE EL MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, PARA LA 

REGULARIZACIÓN DE LA PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y 

TITULARIZACIÓN DE PREDIOS RURALES ESTATALES, OCUPADOS Y/O 

DESTINADOS PARA VIVIENDA RURAL A FAVOR DE CAMPESINAS Y 

CAMPESINOS DEL CANTÓN OLMEDO, reúne todos los requisitos legales, de 

conformidad con lo prescrito en el Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y 

Descentralización, SANCIONO la presente Ordenanza y ordeno su promulgación y 

publicación de conformidad con el Art. 324 del COOTAD. EJECÚTESE. 

 

 

Ing. Lourdes María Guerrero Giler  

ALCALDESA DEL CANTÓN OLMEDO 

CERTIFICO, que la Ingeniera Lourdes María Guerrero Giler, en su calidad de alcaldesa del 

cantón Olmedo, sancionó y ordenó la promulgación y publicación de LA ORDENANZA 

QUE NORMA LA GESTIÓN MUNICIPAL ANTE EL MINISTERIO DE 

DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA 

PROPIEDAD, ADJUDICACIÓN, VENTA Y TITULARIZACIÓN DE PREDIOS 

RURALES ESTATALES, OCUPADOS Y/O DESTINADOS PARA VIVIENDA 

RURAL A FAVOR DE CAMPESINAS Y CAMPESINOS DEL CANTÓN OLMEDO, a 

los veintisiete días del mes de mayo de 2025. 

 

 

Ab. Vanessa Elizabeth Moreira Castro  

SECRETARIA GENERAL  
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